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Apreciados miembros de la Secretaría Técnica de CEPAL, Principio 10 

Desde la fundación Aguaclara felicitamos todo el esfuerzo que se ha realizado para 

llevar adelante este convenio, cuyos beneficios se sentirán mucho más allá de la  

región. Dada la importancia de este acuerdo regional, queremos agradecer a la 

secretaría la oportunidad que nos brindó para  participar en la consulta a pesar de que 

Venezuela no ha firmado el acuerdo. Con todo respeto queremos someter a la reflexión 

de la secretaria nuestros comentarios. 

 
Sobre La Justicia Ambiental y los Principios Rectores.  

Al respecto consideramos que debe tenerse en cuenta que la justicia ambiental en 

muchos de los países de América Latina, es administrada por el Estado, en las distintas 

manifestaciones del Poder Público. Es así como, en ejercicio del Poder de Imperio y de 

la potestad de protección del ambiente, las Administraciones Públicas Ambientales, 

están facultadas para tomar medidas de justicia ambiental, en aras de la protección de 

los recursos naturales y el ambiente. Por ello consideramos tener en cuenta que la 

Justicia Ambiental puede ser Administrativa y/o Judicial, según proceda en las 

legislaciones de los países miembros, razón por la cual debe ser incorporados este 

elemento en la Aplicación del Principio 10, habida cuenta que  es desde  la 

administración pública desde donde debe haber un mayor control, incluso del poder 

judicial, para evitar eventuales abusos a los Derechos Fundamentales. 

La Tutela Efectiva  

Por la Tutela Efectiva podemos entender, como lo hace la Ley Orgánica del 

Ambiente Venezolana, el derecho que toda persona tiene de  exigir acciones rápidas y 

efectivas ante la administración y los tribunales de justicia, en defensa de los derechos 

ambientales.  

El poder acudir a los órganos administrativos o judiciales y obtener de los mismos 

una respuesta oportuna cuando se ven afectados los derechos ambientales, es 

esencial en la búsqueda del fin último de conservar y proteger el ambiente, a fin de 

garantizar que los órganos del poder público actúen en el momento requerido y puedan 



poner freno a la violación de los referidos derechos ambientales Es por ello que 

sugerimos la incorporación del principio de TUTELA EFECTIVA, dentro de los 

principios a los que se refiere el convenio y el documento preparatorio. 

Comentario general 

      Como comentario general, pensamos que un convenio internacional debe generar 

un marco de referencia. Punto de partida para alcanzar el objetivo planteado. La 

redacción del documento revisado, va en algunos casos, a detalles bien intencionados 

pero que pudieran ser de poca utilidad. Pensamos que estos detalles podrían ser de 

mayor servicio dentro de los planes de implementación o en algún anexo, pero no en 

un documento marco. Al mismo tiempo, en otros artículos hay una gran apertura que 

pudiera dar cabida a la discrecionalidad, que tampoco ayudaría a que se haga efectivo 

el principio 10. 

 

Partiendo de estos  comentarios iniciales vamos a nuestras observaciones particulares: 

El régimen de excepciones contenido en el artículo 6.  

 

Sabemos que las excepciones deben estar contempladas, porque no sabemos qué 

situación pudiera presentarse. Al leer los literales del régimen de excepción nos 

preguntamos: ¿cuando la violación de un derecho ha sido beneficioso? Nos parece que 

tal y como están redactadas las posibles causas de excepción, permiten la entrada de 

la peligrosa discrecionalidad. Vayamos juntos en la revisión, de acuerdo a sus literales:  

 

a) cuando su publicidad, comunicación o conocimiento afecte los derechos de las 

personas, particularmente tratándose de su seguridad, su salud o la esfera de su vida 

privada; 

 

Esta causal podría entenderse como si algunos derechos prioritarios o quizá más 

importantes que otros. Nos encantaría entender el razonamiento detrás de este 

enunciado, pues  no conocemos ningún caso donde la falta de la información haya 

servido de provecho, de utilidad o haya sido beneficiosa. Todo lo contrario, la falta de 

transparencia es lo que se debe evitar y por eso el principio 10 es la razón de este 

convenio.   

 

 b) cuando su publicidad, comunicación o conocimiento afecte la seguridad o el interés 

 nacional, particularmente si se refiere a la defensa nacional, el orden público, la salud 

pública o las relaciones internacionales; 

 

Particularmente en esta causal encontramos contradicciones con el art 9 numeral 5 del 

convenio de Estocolmo recogido también por este documento de trabajo en el mismo 



art 6. Allí  se aclara, sin lugar a discrecionalidades,  que la información que afecte la 

salud humana o ambiental no se considera confidencial. Tenemos cantidad de 

ejemplos donde la “Seguridad Nacional” ha privado por encima de la vida y/o la salud 

pública. Pudiéramos dar muchos ejemplos de la poca transparencia de la industria 

petrolera y de sus pasivos ambientales, tema tabú en nuestro país.  Otro ejemplo son 

las “petrocasas”, soluciones habitacionales ofrecidas por el gobierno venezolano, cuyo 

material constructivo es el PVC, polímero cuyo ciclo de vida es totalmente nocivo a la 

salud y al ambiente. En este caso su formulación utilizó plomo que se hace 

biodisponible en muy corto plazo. Nuestras advertencias fueron tomadas como 

perjudiciales para las políticas gubernamentales y en contra de los beneficiarios.  

Otro caso es el de los bombillos ahorradores regalados por el gobierno -200 millones- 

sin ninguna advertencia sobre el riesgo de exposición al mercurio, alrededor de 5 

mg/bombillo y ningún plan para la disposición final. 

En conclusión la defensa nacional no puede impedir  o estar por encima del derecho a 

la vida. Aquí es donde vemos el peligro de la discrecionalidad de las “autoridades 

competentes” 

 
 c) cuando su publicidad, comunicación o conocimiento afecte la protección del medio 
 ambiente, y 
 
d) cuando la información solicitada esté clasificada como secreta o confidencial por las 
 leyes vigentes y sus respectivas reglamentaciones. 

A los efectos del presente Acuerdo, la información sobre la salud y la seguridad 
humanas y  del medio ambiente no se considerará confidencial78. 
 

La otra observación surge en cuanto al detalle de los tiempos de respuesta a las 

solicitudes. Nos parece excelente el llamado y el exhorto a la respuesta inmediata, pero 

es de poca utilidad colocar un plazo sin que existan las sanciones que acompañen su 

incumplimiento. Obviamente las sanciones no caben en un convenio de este tipo.  Es 

posible que estos términos hayan sido pensado como mecanismo de presión para que 

se cumpla con el mandato de proporcionar la información requerida, pero la salida a la 

autoridades a quienes no pudiera convenir entregar información ya está claramente 

presentada en el régimen de excepciones del artículo 6. 

En nuestra opinión los artículos deberían  simplificarse y quedar así: 

Toda autoridad competente deberá responder a una solicitud de información ambiental 
con la  máxima celeridad posible y evitando todo tipo de trámites dilatorios 83. El plazo 
máximo para responder a la solicitud de información será de treinta días hábiles 
contados a partir de la recepción de la misma84.En caso de que la autoridad 
competente no pueda completar el proceso de respuesta en treinta días hábiles o, si se 
cumplen con las condiciones del párrafo 13 del presente artículo,en cincuenta días 



hábiles, la falta de respuesta se entenderá como un rechazo a la solicitud 86. y el 
solicitante podrá hacer público el rechazo y exigir respuesta en instancias superiores.  
 

En nombre de la fundación Aguaclara, deseamos profundamente que este convenio, 

que entendemos de carácter vinculante, sea un hecho para diciembre 2015 y que sus 

frutos se siembren por toda la región.  

Atentamente 

 

María Eugenia Gil Beroes                                         Lucas Riestra 
megilberoes@gmail.com                                          Lucas.riestra@gmail.com 
 
www.aguaclara.org 
Caracas. Venezuela 
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